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DOCUMENTO ELECTRÓNICO Y FIRMA ELECTRÓNICA 


Se reconocen su validez y eficacia jurídica 
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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Javier Salsamendi. 


MIEMBROS: Señores Representantes Diego Cánepa, Luis Alberto Lacalle Pou, Jorge Orrico y Edgardo 
Ortuño. 


INVITADOS: —Escribanas Sara Castro Estéves, Presidenta de la Asociación de Escribanos del Uruguay; 
Aída Noblía y Susana Chao, Raúl Anido y señora Lydia López Sosa, Secretaria. 


SEÑOR PRESIDENTE (Salsamendi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene el agrado de recibir a la 
representación de la Asociación de Escribanos del Uruguay, integrada por las escribanas Sara Castro, 
Presidenta, Lydia López, Secretaria, Susana Chao y Aída Noblía, quienes acuden a disertar sobre el proyecto 
de ley "Documento Electrónico y Firma Electrónica". En este sentido, se presentó un informe elaborado por 
la Comisión de Derecho Informático y Tecnológico de la Asociación de Escribanos del Uruguay y en el día 
de hoy nos llegó un nuevo informe que corrige en algunos aspectos el documento original. 


Damos la palabra a nuestras invitadas. 


SEÑORA CASTRO.- Como dijimos hace pocos días en este ámbito, para nosotros es muy oportuna la 
convocatoria del Poder Legislativo a fin de realizar este intercambio de ideas; el que mantuvimos el 
otro día por el tema de la adopción fue fermental, importante y constructivo para todos. 


Voy a ser breve para ceder enseguida el uso de la palabra a la escribana Noblía, quien fue la que confeccionó 
el primer informe en la Comisión de Derecho Informático y Tecnológico que trajimos el otro día la 
presentación fue bastante urgente, porque había interés de ustedes en que así fuera; asimismo, como en este 
tema también tiene injerencia la Comisión de Derecho Notarial, vinimos acompañados por la coordinadora 
de esa Comisión, la escribana Chao. 


SEÑORA NOBLÍA.- Para nosotros es un honor estar presentes en esta reunión con ustedes; es un 
gusto participar de alguna manera en lo que es la formación de la legislación. Entendemos que esa 
también es nuestra función jurídica. 


Debemos aclarar que el informe que presentamos hoy tiene muy pocas variantes con respecto al original. En 
este documento eliminamos los comentarios del artículo 1”, por referirse a un aspecto formal; la voluntad es 
cooperar con vuestra función, en la medida de nuestras posibilidades. 


En el artículo 1 veíamos que había un tema de redacción que correspondería tener en cuenta. El primer 
inciso podría haber contemplado un aspecto que estaba en el informe anterior, cuando decía que la presente 
ley regula el reconocimiento, admisibilidad, validez y eficacia jurídicas del documento electrónico y de la 
firma electrónica y la prestación de servicios de certificación de firmas electrónicas en los ámbitos público y 
privado. En realidad, en ese tren de proponer la menor cantidad de variantes posibles, en este segundo 
informe omitimos ese primer inciso, que habíamos propuesto en su oportunidad por contemplar todos los 
objetos de la ley, o sea, no solo documento y firma electrónicos, sino también la prestación de servicios de 
certificación. 


Asimismo, nos pareció que podía resultar de utilidad la aclaración de que la ley se aplicaría al ámbito público 
y privado; de todas maneras es un detalle menor. 


En cuanto al tercer inciso del artículo 1%, nos parecía que en realidad el derecho preexistente queda afectado 
por la ley. De todas maneras, luego recibimos la opinión de la Comisión de Derecho Notarial, en el sentido de 
que la redacción del proyecto era una manera más amplia de tratar el tema, y fue en función de todo eso que 
eliminamos el comentario del artículo 1*. 


Pasemos al artículo 2”. En realidad, parece muy importante que exista este artículo 2%, porque tiene 
definiciones. Ya lo habíamos planteado en la introducción del informe, porque ha habido algunas otras 
posiciones que entienden que las definiciones son para la doctrina. Nosotros, como profesionales del Derecho 
que estamos en el área de la documentación, entendemos que cuanto más claro se deje en la ley lo que 
significan las palabras técnicas de estas nuevas tecnologías, es mejor, precisamente, por la novedad de estas 
tecnologías y porque la ley tiene que ser comprendida y realizada para todos, y no todo el mundo tiene por 
qué conocer esas palabras técnicas. Inclusive, no siempre en la legislación internacional las palabras tienen 
exactamente el mismo significado. Por eso creo que debí haber dicho esto en una primera instancia, estamos 
de acuerdo con la mayoría de las disposiciones de la ley. Eso surge de la introducción de nuestro informe. 


El hecho de que exista, aparte de estas definiciones, una Autoridad Certificadora Raíz Nacional es 
sumamente importante, y la regulación de la unidad de certificación electrónica y la responsabilidad de los 
prestadores nos parece que, en general, sigue la trayectoria internacional. Estamos muy conformes de que se 
haya planteado. 


Siguiendo con el comentario de este artículo 2%, nosotros acotamos simplemente una cuestión formal también 
en la parte de definiciones, en la definición de firma electrónica avanzada. En el inciso j) se define la firma 
electrónica avanzada y, en el inciso anterior, en el 1), se define la firma electrónica. Ahora, nosotros, dentro de 
firma electrónica avanzada, tenemos aquellas firmas electrónicas avanzadas que son fruto del uso de un 
certificado emitido por un prestador de servicios acreditado o por un prestador de servicios no acreditado ante 
la UCE. Entonces, a fin de que quede más claro a la persona que hace uso de la firma electrónica avanzada 
porque todo esto es bastante complejo, es importante que sepa que tiene que ir a un prestador de servicios 
acreditado para poder hacer una firma electrónica avanzada de acuerdo con este inciso del artículo 2*. Por 
eso, aunque parezca redundante, proponemos que se agregue al numeral 5) precisamente eso: haber sido 
emitido por un prestador de servicios acreditado. Por lo tanto, este numeral 5) tomaría como uno de los 
requisitos de firma electrónica avanzada: "haber sido creada utilizando un dispositivo de creación de firma 
técnicamente seguro y confiable y estar basada en un certificado reconocido válido al momento de la firma, 
expedido por un prestador de servicios acreditado”. Esa es la propuesta. En definitiva, surge porque nos 
pareció importante hacer esa aclaración para que la persona sepa directamente que tiene que ir al prestador 
acreditado para tener una firma avanzada de las comprendidas en la ley, sin perjuicio de que podrán existir 
otros prestadores de servicios que no estén acreditados que emitirán otro tipo de firmas, aunque sea el mismo 
mecanismo técnico, pero no tendrán el mismo reconocimiento legal, precisamente, por los controles que 
ejerce la UCE. Ese era un detalle formal que nosotros observamos. 


Pasamos a los artículos 4” a 6” que refieren a los efectos legales de las firmas y de los documentos 
electrónicos. 


En cuanto al primer inciso del artículo 4”, entendemos que establece los mismos efectos jurídicos que los 
escritos. El tema que cuestionamos proviene de la Ley N* 16.002, que refiere a que los documentos 
trasmitidos a distancia constituirán de por sí documentación auténtica y harán fe del original trasmitido. Las 
Naciones Unidas tienen una Comisión especial CNUDMI que ha elaborado algunas directivas, leyes 
modelos, para que los legisladores de los distintos países, en la parte que consideran conveniente, realicen las 
suyas. Una de ellas es la Ley Modelo sobre Comercio Electrónico del año 1996 y, otra, la Ley Modelo sobre 
Firma Electrónica de 2001. Se trata de elaboraciones realizadas por representantes de distintos países en 
Comisiones que se reúnen cada seis meses, y son muy discutidas al detalle. 


El artículo 4” que estamos comentando refiere a documentación original, le da el valor del original trasmitido. 
Se establece que cuando la ley requiere información, sea presentada y conservada en su forma original. El 
requisito queda cumplido si hay una garantía fidedigna de que se conserva la integridad del contenido del 
documento y que esa información no ha sido alterada. Eso nos parece muy importante. Por más que seamos 
"hinchas" entre comillas de lo tecnológico y del derecho informático, no dejamos de reconocer los problemas 
de seguridad que se generan en las redes. 


Por lo tanto, lo que pretendemos con la modificación del artículo 4” es que para considerar auténtico un 
documento emergente de la transmisión a distancia por medios electrónicos y haga plena fe a todos sus 
efectos en cuanto a la existencia del original trasmitido, exista alguna garantía fidedigna de que se ha 
conservado la integridad de la información a partir de que se generó; o sea, que se tomen ciertas precauciones 
para que sea considerada auténtica y original y que haya algún criterio de evaluación. La redacción que 
nosotros proponemos está inspirada en esas directivas. La integridad de la información puede ser más o 
menos importante, según para qué se va a utilizar, cuáles son los fines del documento. Esto lo contempla la 
Directiva y nosotros prácticamente lo transcribimos y dice: "La integridad de la información se evaluará 
conforme al criterio de que haya permanecido completa e inalterada, salvo la adición de algún endoso (...)". 
El grado de fiabilidad requerido será determinado a la luz de los fines para los que se generó la información y 
las circunstancias del caso". 


Consideramos que cuando enviamos correos electrónicos en forma privada hay documentos en los que la 
alteración no es demasiado importante o no es tan trascendente como cuando transmitimos un contrato o un 
documento público, un certificado, que proviene de un funcionario. Por lo tanto, de acuerdo al fin, hay que 
tener un criterio de fiabilidad y garantizar las seguridades tecnológicas. Ese es el motivo de la modificación 
del artículo 4*. 


El artículo 6” refiere a "Efectos legales de la firma electrónica avanzada". 


Para quienes hace unos cuantos años estamos abocados a la materia jurídica, la diferenciación de dos 
categorías, documento privado y público, como es a nivel de la legislación internacional, tiene muchas 
connotaciones. El Código Civil ya hace una diferenciación. El documento público tiene una jerarquía, que es 
la expresión de la jerarquía del Estado que se transmite a la parte documental. Eso queda marcado porque es 
un documento de carácter oficial. El artículo 1574 del Código Civil dice: "(...) redactados o extendidos por 
funcionarios competentes (...)". Hay que tener en cuenta la competencia y los límites que tiene el funcionario; 
es decir, se refiere solo a los documentos que están dentro del límite de sus atribuciones. Todo eso es lo que 
le da el valor probatorio. No es solo un procedimiento técnico. A nosotros nos preocupa porque son 
documentos que deben tener una diferencia con los que emanan de un particular. Consideramos, con todo 
respeto, que un certificado de registro público o un documento público, según como es generado y con todas 
esas garantías, debe tener un valor probatorio mayor que un documento emanado de un particular, por el solo 
hecho de que ese particular fue un prestador de servicios. Nosotros decimos en el informe que no es menor 
que el prestador de servicios tenga que ser acreditado, porque ahí hay una control del Estado sobre el 
certificado que le da al sujeto particular. Pero ese sujeto particular puede o no tener en claro lo que significa 
emitir un documento, que no le genera a él la misma responsabilidad que a un funcionario público, por 
ejemplo. Tampoco tiene por qué tener la noción de la trascendencia del documento que emite. Cualquier 
persona particular, sin la menor idea de lo que significa, puede emitir un documento con valor de documento 
público, como dice al final el artículo 6”. Esto nos preocupa por varias razones, porque es como dejar de lado 
la jerarquía estatal. Si bien nosotros entendemos que en el área privada predomina el principio de la 


autonomía privada, de todas maneras, la responsabilidad que tiene el particular cuando genera el documento 
es diferente que la que tiene un funcionario en ejercicio de sus funciones y dentro del límite de sus 
competencias. 


Por los motivos expuestos, hemos propuesto otra redacción para el artículo 6”, que está agregada en el 
informe. En su parte final dice: "Los documentos electrónicos tendrán el valor y la eficacia jurídica que 
corresponda a su respectiva naturaleza de conformidad con la legislación vigente". Eso quiere decir que si se 
agrega una firma electrónica avanzada a un documento privado, tendrá el valor de documento privado; si se 
agrega la firma electrónica avanzada a un documento público que reúna las otras características de 
documento público, tendrá el valor probatorio de documento público. Eso es lo que nosotros quisimos 
destacar en la última frase. En la primera parte de este artículo no planteamos demasiadas modificaciones, 
sino que tratamos de respetar la redacción que ya estaba, que dice: "La firma electrónica avanzada tendrá 
idéntica validez y eficacia que la firma autógrafa siempre que esté debidamente autenticada por claves y otros 
procedimientos seguros (...)". Aquí suprimimos "consignada en documento público", por las razones 
expuestas. 


Quedamos a las órdenes para responder las preguntas que nos quieran formular. 


SEÑORA CHAO.- Quiero ratificar la concordancia de nuestros criterios con respecto al sentido de este 
proyecto de ley y a su completa organicidad, por decirlo de alguna manera. Es un todo orgánico, muy 
bien estructurado. 


Las pequeñas observaciones o no tan pequeñas que ha hecho la Comisión de Informática de la Asociación de 
Escribanos tienen su importancia, pero queremos destacar que este proyecto, desde su propia filosofía, desde 
su inicio, el artículo 1%, no altera el derecho preexistente, lo que es importantísimo en el sentido de que el 
Derecho, como un todo orgánico, debe preservarse en su integridad. Y este proyecto cumple esa finalidad. La 
palabra "alterar" no significa que modifica lo existente: en este caso, agrega al elenco de documentos 
públicos y privados y a todas las disposiciones de instrumentos públicos y privados del Derecho Civil nuevos 
documentos, sin alterar todo lo existente en cuanto a la celebración, perfeccionamiento, validez y eficacia de 
los actos jurídicos. Creo que esto es fundamental, porque nos está preservando el conjunto orgánico que es el 
Derecho en esta materia. 


Queríamos destacar ese punto. Este proyecto de ley agrega al elenco de documentos existente una nueva serie 
de instrumentos, incorporando con equivalencia funcional a los documentos privados los documentos 
electrónicos simples por decirlo de alguna forma y agrega al elenco de instrumentos públicos que, como 
decía la escribana Noblía, tiene sus requisitos en el 1575 del Código Civil estos instrumentos que tienen una 
certificación por un prestador reconocido de servicio de certificación que, al estar autorizado por una 
autoridad oficial, le está dando ese reconocimiento oficial a ese instrumento público. 


Simplemente, queríamos destacar el acierto de esta norma en ese sentido y de la intención de actualizar el 
Derecho en esta materia tan importante como es la informática; si no la reconocemos y le damos regulación 
jurídica, nos pasará por arriba porque, como siempre sucede, la realidad pasa por encima del Derecho. 


SEÑOR ORTUÑO.- En primer lugar, quiero agradecer la presencia de la delegación y la solvencia del 
informe que nos ha brindado la Asociación de Escribanos, pero voy a abusar del estudio que realizaron 
sobre el proyecto de ley y, especialmente, sobre la legislación comparada a nivel internacional para 
tratar de obtener elementos que puedan enriquecer un proyecto de ley que ha sido trabajado con 
mucha profundidad nos consta por el equipo de AGESIC y por el Poder Ejecutivo que, por suerte, 
están impulsando una renovación de la legislación, y a efectos de que se permita lograr, en última 
instancia, su objetivo central: agilizar la incorporación de las nuevas tecnologías en el país, a nivel 
público y privado, lo que nos va a permitir tener un país más moderno. Esa es, un poco, la finalidad 
que todo esto tiene, por supuesto, cuidando las garantías que en materia jurídica se requieren como 
ustedes señalaban para este tipo de certificaciones. En ese sentido, en el último párrafo del informe nos 
dan una sugerencia sobre la posible oportunidad de avanzar en otros sentidos. Como nosotros 
queremos quizás, con afán de perfeccionismo tratar de establecer el marco legal lo más ajustado a las 
últimas tendencias a nivel internacional, que nos facilite el desarrollo de gestión electrónica y las 
actualizaciones a este nivel en el país, deseamos consultarles sobre la referencia que hacen con relación 
al tiempo y lugar de envío y recepción de las comunicaciones electrónicas. Según la Convención de 


Naciones Unidas, eso estaría regulado. Ustedes señalan que quizás esta pueda ser una buena 
oportunidad para dejar asentada en la ley una regulación sobre estos temas. 


Sin requerirles que abunden ahora en un tema que quizás sea complejo, solicito que hagan una referencia 
sobre qué tipo de regulación se señala y qué deberíamos agregar al proyecto, según la delegación presente, 
para dejar regulado tiempo y lugar de envío y recepción de las comunicaciones electrónicas. 


SEÑORA NOBLÍA.- Precisamente, teníamos la duda de hacer ese comentario, pero en esa función de 
cooperación, para dar a conocimiento y para que este sirva de algo a quienes realmente pueden darle 
vida que, en la legislación, son ustedes, en última instancia, dejamos esa punta. 


Hay dos posiciones en esta materia. En toda la legislación que se ha hecho hasta hace relativamente poco 
tiempo se trabaja con la cuestión de la firma; la mayoría de la legislación trabaja sobre los temas de 
documento y firma, prestadores de servicios, aunque alguna otra legislación ha adentrado más. Nosotros 
mencionamos la última ley de Guatemala, que es un decreto. A veces, los legisladores copian la legislación, y 
pienso que más vale una buena copia que una mala original. Como las legislaciones internacionales son 
bastante elaboradas, hay normas que pueden servir de modelo. Así lo ha hecho Guatemala, que tomó muchas 
directivas y juntó elementos de las directivas de las Naciones Unidas que referían a firma electrónica, a 
documento electrónico, y de la última Convención, de 2005 que aún no fue ratificada por nuestro país, 
relativa a las comunicaciones en los contratos internacionales, que creo que, inclusive, puede ser muy útil 
para la contratación nacional que se haga a distancia y, por supuesto, también para la internacional en la que 
tengan participación el país o sus ciudadanos. 


El tema del tiempo y lugar de envío y recepción de mensajes ha sido preocupación y objeto de regulación, 
por lo menos sugerida, de esas directivas. Nosotros no sugerimos ninguna redacción en nuestro informe por 
entender que no correspondía hacerlo. Pero, el problema que preocupa es cuándo se considera que se envió o 
que se recibe un mensaje; a nivel internacional, le llaman "mensaje de datos de estas comunicaciones” y 
nosotros, documentos. Concretamente, les puedo leer el artículo 10 de la última Convención sobre contratos 
internacionales, que se titula: "Tiempo y lugar de envío y de recepción de las comunicaciones electrónicas". 
Dicho artículo establece: "La comunicación electrónica se tendrá por expedida en el momento en que salga 
de un sistema de información que esté bajo el control del iniciador o de la parte que la envíe en nombre de 
éste o, si la comunicación electrónica no ha salido de un sistema de información que esté bajo el control del 
iniciador o de la parte que la envíe en nombre de éste, en el momento en que esa comunicación se reciba". 
Esto es como un principio general. Ellos, a su vez, tienen una definición de sistema de información, y es 
cuando la persona ya hizo el "click" y no puede dar marcha atrás. Ahí es cuando se considera el tiempo de 
envío. 


Luego se establece: "La comunicación electrónica se tendrá por recibida en el momento en que pueda ser 
recuperada por el destinatario en una dirección electrónica que él haya designado". Asimismo existen otras 
regulaciones, por ejemplo, cuando el destinatario no especificó la dirección pero la persona que envía la 
comunicación sabe que tiene otra. Aquí se dice: "La comunicación electrónica se tendrá por recibida en otra 
dirección electrónica del destinatario en el momento en que pueda ser recuperada por el destinatario en esa 
dirección". ¿Por qué? Porque si el destinatario no sabe que le va a llegar la respuesta de un contrato de la 
persona a la que él propuso venderle una propiedad o cualquier artículo, y no le dio otra dirección, no tiene 
por qué estar revisando otro correo. Si doy una dirección a una persona para que me envíe allí la respuesta, es 
a esa dirección a la que la debe enviar. Se trata de una regulación sutil y adecuada de lo que son las 
obligaciones entre las partes. Esta es una Convención sobre Contratos, que también es aplicable a otro tipo de 
actos. 


En lo que refiere al lugar, se establece: "La comunicación electrónica se tendrá por expedida en el lugar en 
que el iniciador tenga su establecimiento y por recibida en el lugar en que el destinatario tenga el suyo". 
También aquí hay definiciones de establecimiento. Solamente quería que esto se tuviera presente. 


Deseo aclarar que hay otro detalle que me quedó pendiente. Me refiero a las fechas ya que en la legislación 
en general no se hace hincapié; se deja para otras regulaciones, pero creo que es nuestra obligación marcar la 
firma electrónica avanzada, por más avanzada, reconocida y controlada que sea. Acá se llama firma 
avanzada; en España se llama firma reconocida a la firma avanzada, por un prestador de servicios acreditado. 
Le dan otro nombre por el hecho de estar acreditados. 


Sin embargo, todo ese procedimiento sobre el que hablamos no garantiza la fecha en la cual la persona firma. 
Eso tiene que ser realizado por otros mecanismos. Deseo que esto conste en la versión taquigráfica. La fecha 
puede ser fruto de una convención, por un acuerdo en el que nosotros podemos decir que los certificados del 
registro firmados electrónicamente van a ser a la hora del cierre del día tal. Reitero: puede ser fruto de una 
convención y es elemento a tener en cuenta. 


También podría ser que se utilizara otro mecanismo tecnológico, como es el sellado de tiempo. Nosotros 
hemos pensado además en otro tipo de documentos y como tenemos el elemento "fecha cierta" en nuestra 
documentación podemos constatar que determinado correo electrónico haya llegado porque lo vemos en la 
casilla de correo, por ejemplo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos profundamente los planteos realizados. De todos modos, es 
altamente probable que luego de la lectura de la versión taquigráfica pueda surgir alguna duda y 
aspiramos a poder contar con vuestra colaboración. En realidad, deseo destacar que hemos tenido una 
continuidad en cuanto a la presencia de la Asociación en dos sesiones consecutivas y esperamos que con 
ustedes así como con todos los actores relevantes de la vida nacional podremos continuar con esta 
interacción que nos sirve a todos. 


SEÑORA CASTRO.- Quería reiterar nuestro agradecimiento y decir que sería bueno que esto fuera 
una costumbre, de manera de lograr un buen entendimiento entre todos. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Escribanos del Uruguay) 


———- De acuerdo con lo conversado, el Presidente citará para la próxima sesión a una delegación de la 
AGESIC, a efectos de que expongan sobre el proyecto que tenemos a estudio y, en particular, acerca de las 
observaciones que realizara la Asociación de Escribanos del Uruguay, cuyas representantes acaban de 
retirarse. 


(Ingresa a Sala el señor Representante Lacalle Pou) 


——- No tenemos quórum para resolver, pero sí para deliberar. 


SEÑOR LACALLE POU.- Con respecto al proyecto de ley relativo a la adopción nos gustaría que se 
invitara a tres instituciones más que mencionaré a continuación; dejo este planteo a consideración del 
señor Presidente y del resto de la Comisión. Quisiera escuchar la opinión del Instituto de Derecho Civil 
de la Facultad de Derecho, en virtud de que se modifican varios temas relativos al derecho de familia y 
al derecho civil; de la Academia Nacional de Medicina, con relación a los eventos derivados de la 
adopción por personas del mismo género, y de la Asociación de Magistrados del Uruguay, debido a que 
este proyecto de ley omite casi en su totalidad su actividad en ese sentido. 


SEÑOR CÁNEPA.- Como es tradicional en esta Comisión y en el Parlamento, cuando un legislador 
solicita que se invite a determinadas organizaciones para que den su opinión por determinado tema 
que se está tratando, la propuesta se evalúa y luego se toman resoluciones. En este caso, aunque no 
quiero entrar en un debate sobre el tema, debo dejar constancia de que no compartimos que se cite a la 
Academia Nacional de Medicina y nos parece que es inaceptable que se la invite para discutir la 
posibilidad de que una pareja homosexual pueda adoptar, como si fuese necesario introducir ese punto 
de vista científico en este tema. Quiero dejar esta constancia porque el solo hecho de citar a la 
Academia ya acarreará determinadas consecuencias porque, en mi opinión, ello implica una 
conceptualización previa que no compartimos. 


SEÑOR ORTUÑO.- Voy a hacer dos consideraciones. 
En primer lugar, solicito al señor Presidente y a la Secretaría que, de ser posible, estas invitaciones se 


diligencien en la misma jornada, de modo de no dilatar el tratamiento y la aprobación de una actualización 
normativa sobre este tema, que a nosotros nos interesa mucho. 


En segundo término, quiero plantear que no estamos de acuerdo con que para el tratamiento de este tema se 
invite a las autoridades de la Academia Nacional de Medicina, a quienes hemos recibido con mucho gusto 
para hablar de otras cuestiones. Me parece que esto no corresponde por las argumentaciones que ha dado 
nuestro compañero, el señor Diputado Cánepa. No creo que tengan algo que opinar desde el punto de vista 
médico sobre esta cuestión porque, felizmente, hace años que se superó la interpretación de la 


homosexualidad como una patología o enfermedad. Repito que no creo que corresponda que comparezcan en 
Sala. 


Por otra parte, sí nos parece adecuado que se invite a las otras organizaciones a las que se ha hecho 
referencia. Por lo tanto, acompañaríamos dos de los tres planteos realizados por el señor Diputado Lacalle 
Pou. 


SEÑOR LACALLE POU.- No quiero que se me mal interprete. La invitación a la Facultad de 
Medicina no se vincula con una enfermedad de parte de quienes adopten ni mucho menos. Si eso fue lo 
que se entendió, desde ya aclaro que no es así; estamos hablando desde el punto de vista de la salud del 
adoptado y no del adoptante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión ha resuelto cursar una invitación para tratar el tema anterior el 
próximo miércoles. Si a los señores Diputados no les parece mal, invitaríamos a dos de las tres 
delegaciones propuestas y propondría considerar nuevamente el tema sobre el cual se generó debate, a 
efectos de no atrasar el tratamiento de los distintos asuntos y darnos más tiempo para resolver esta 
pequeña controversia. 


Recuerdo a todos que para la próxima sesión invitamos a AGÉSIC, para considerar los documentos 
electrónicos y la firma electrónica, al Instituto de Derecho Civil y a la Asociación de Magistrados del 
Uruguay con quienes analizaremos los proyectos sobre adopción. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


